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Capítulo 7
La sustitución de los jueces 
electos: ¿el pueblo decide? 
Sergio López Ayllón1

La sustitución de un juez electo plantea un problema peculiar. Su legitimidad 
se fundamenta en el principio de representación popular, cuyo mandato se 
otorga a una persona específica a través del voto directo. Sin embargo, la per-
sonalización del cargo que implica la elección popular plantea la interrogante 
de si la legitimidad electoral de un juez electo es transferible a un sustituto 
en caso de ausencia temporal o definitiva. 

Surge así una tensión entre la necesaria continuidad de la administración 
de justicia y la preservación del principio de elección popular. Y de ahí que, 
en un sistema como el establecido por la reforma Obrador-Sheinbaum, cabe 
plantear algunas preguntas como las siguientes: ¿Qué principios siguió la 
sustitución de jueces? ¿Cuáles son los valores que ponderó? ¿Y cómo resol-
vió los dilemas que inevitablemente se presentan? 

La experiencia de algunos países, por ejemplo Argentina, ha mostrado 
que la forma en que se gestionan las sustituciones judiciales puede afectar la 
independencia judicial y la confianza pública en el sistema. En este contexto, 
el presente análisis examina las reglas de sustitución de jueces establecidas 
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en la reforma judicial mexicana e identifica sus posibles implicaciones para 
la legitimidad democrática y la estabilidad del sistema judicial. 

I. Subrogación y sustitución de jueces
Un juez subrogado es una persona que asume temporalmente las funciones de 
un juez titular cuando éste se encuentra ausente por razones como licencias, 
vacaciones, enfermedad u otros motivos previstos en la ley.

La designación de un juez subrogado está generalmente regulado por nor-
mas procesales y administrativas. Así, un juez subrogado puede ser un juez 
de menor jerarquía, un juez suplente o un funcionario de carrera judicial a 
quien se le habilita para ejercer temporalmente las funciones del juez titular. 

El juez subrogado actúa por un periodo limitado de tiempo, mientras 
persista la causa de ausencia permitida del juez titular o bien el impedimen-
to para intervenir en el caso. Cuenta con la misma competencia que el juez 
titular y, en ese sentido, también debe cumplir con los mismos estándares de 
independencia e imparcialidad; por último, respecto a su designación sigue 
procedimientos específicos establecidos por las leyes o normas internas del 
poder judicial de que se trate.

La sustitución de jueces ocurre cuando el juez titular no puede continuar 
desempeñando el cargo de manera permanente, tanto por razones personales 
(renuncia, muerte, jubilación, enfermedad grave) como institucionales (remo-
ción o inhabilitación). En los países donde existe un Consejo de la Judicatura 
u órgano equivalente, generalmente le corresponde a ese órgano la facultad 
de designar a los jueces subrogados o sustitutos. 

La subrogación o sustitución tiene como funciones principales dar conti-
nuidad a los juicios en curso, asegurar a las partes una resolución expedita a 
sus asuntos y garantizar la independencia e imparcialidad de los jueces. Por 
eso, en algunos países, cuando los requisitos, la forma o el órgano de desig-
nación de los jueces subrogantes es diferente respecto los jueces titulares, se 
ha cuestionado seriamente la independencia e imparcialidad de éstos. 

Por ejemplo, en Argentina se introdujo un proyecto de ley para que los 
jueces subrogantes, que eran designados por un procedimiento que excluía 
la participación del Consejo de la Magistratura, se inhibieran de participar en 
procesos donde se investigaran a funcionarios públicos por delitos vinculados 
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al ejercicio de sus funciones o cometidos al amparo de éstas. Uno de los con-
gresistas que impulsaba la ley dijo “por el modo de su designación, no ofrecen 
las garantías que expresamente procura el artículo 114 de la Constitución 
Nacional: nunca podrán los jueces subrogantes disipar la sospecha sobre su 
dependencia del partido gobernante y sus intereses concretos”.2

II. La sustitución de jueces en la reforma 
judicial mexicana
La reforma judicial mexicana de 2024 consiste fundamentalmente en dos me-
didas, que ya han sido descritas y analizadas en otros capítulos de este libro:

•	 La remoción de todos los jueces, magistrados y ministros de los 33 
poderes judiciales del país (federal y estatales) por nuevos juzgadores 
electos por votación popular.

•	 La desaparición de los consejos de la judicatura, que son sustituidos 
por los órganos de administración judicial y los tribunales de disci-
plina judicial. Los cuales gozan de amplias facultades para revisar y 
sancionar la conducta de los jueces. 

Ahora bien, la sustitución de un juez electo plantea un balance difícil entre 
la continuidad de la función judicial y la preservación de la legitimidad de-
mocrática. En sentido estricto, la sustitución de un juez electo, en caso de 
ausencia definitiva, debería realizarse mediante un nuevo proceso electoral 
para el mismo cargo y circuito judicial. Esta opción, si bien garantiza la re-
novación del mandato popular, puede resultar compleja y costosa en términos 
de tiempo y recursos. Además, la convocatoria a elecciones extraordinarias 
podría generar inestabilidad en el sistema judicial, especialmente si las va-
cantes son numerosas y/o recurrentes.

Una alternativa posible es la elección de jueces suplentes o sustitutos 
electos genéricamente para cubrir las vacantes temporales o definitivas en 
uno o varios circuitos judiciales. Esta modalidad ofrece mayor eficiencia y 
previsibilidad, y permitiría a su vez una transición más sencilla en caso de 

2	 Véase “Óscar Aguad: no a los jueces subrogantes para juzgar a funcionarios públicos”, No-
ticias Día x Día, 21 de diciembre de 2009, https://noticiasdiaxdia.com.ar/noticias/val/3998/-
oscar-aguad-no-a-los-jueces-subrogantes-para-juzgar-a-funcionarios-publicos-.html.
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ausencia de un juez o magistrado titular. Sin embargo, esta reforma judicial, 
que supone la elección de jueces y magistrados para funciones y circuitos 
judiciales específicos, no estableció esta posibilidad. 

La reforma Obrador-Sheinbaum optó por una vía que claramente privile-
gia el principio de elección directa. Así, ahora la Constitución establece que 
cuando una persona juzgadora (ministro, magistrado o juez) estuviera ausente 
por más de un mes sin licencia, o dicha falta se deba a su defunción, renuncia 
o cualquier otra causa de separación definitiva, la vacante será ocupada por 
la persona del mismo género “que haya obtenido el segundo lugar en número 
de votos en la elección para ese cargo”. Y prosigue el texto constitucional “en 
caso de declinación o imposibilidad, seguirá en orden de prelación la persona 
que haya obtenido mayor votación”.3

Esta solución presenta varios problemas, agravados por el principio de 
interpretación literal y estricta que estableció el artículo décimo primer 
transitorio del decreto de esta reforma4, que limita el desarrollo de normas 
secundarias que resuelvan los diferentes problemas que se identifican.

En primer lugar, la designación de jueces y magistrados de circuito o 
tribunales colegiados de apelación por períodos de nueve años y de ministros 
por doce plantea diversos desafíos. Resulta poco probable que las personas 
que ocuparon el segundo o tercer lugar en la votación electoral puedan 
asumir el cargo varios años después, ya que sus circunstancias laborales y 
personales pueden haber cambiado significativamente. Este desfase temporal 
puede generar incertidumbre y afectar la continuidad en la designación de 
los cargos.

3	 En este punto vale la pena detenerse para comparar qué sucede en otros poderes. En el caso 
del titular del poder ejecutivo, la Constitución establece reglas específicas para la substitución 
del presidente en caso de falta. El artículo 84 de la Constitutición establece que en caso de 
falta absoluta del presidente dentro de los dos primeros años del mandato, el Congreso debe 
nombrar por mayoría absoluta de votos a un presidente interino y convocar a elecciones ex-
traordinarias para eligir a un nuevo presidente. Si la falta sucede dentro de los últimos cuatro 
años del periodo, el Congreso debe nombrar por el mismo procedimiento a un presidente 
sustituto quien debe concluir el periodo. En el caso de Senadores y Diputados, los artículos 
51 y 57 constitucionales establecen que por cada diputado y senador se elegirá un propietario 
y un suplente, quien reemplazara el propietario en caso de falta temporal o permantente.

4	 Este artículo dice: “Para la interpretación y aplicación de este Decreto, los órganos del Es-
tado y toda autoridad jurisdiccional deberán atenderse a su literalidad, y no habrá lugar a 
interpretaciones, análogas o extensivas que pretenden aplicar, suspender, modificar o hacer 
nugatorios sus términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial”.
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Un segundo problema radica en el posible impacto negativo del orden 
de prelación, particularmente cuando se lleva al extremo de seleccionar a 
las personas que ocuparon los lugares más bajos. Esto podría permitir que 
personas que hayan obtenido un número muy pequeño de votos asuman el 
cargo de juez o magistrado. Surge, por tanto, la pregunta de si es conveniente 
que alguien con un respaldo electoral tan reducido desempeñe una función 
de tal relevancia y responsabilidad.

El tercer problema se relaciona con la deficiente redacción del texto 
constitucional. No queda claro si el principio de prelación se aplica exclu-
sivamente a las personas del mismo género o si, por el contrario, esta regla 
sólo es relevante para la persona que obtuvo el segundo lugar, quedando pos-
teriormente indiferente al género. Este vacío interpretativo puede dar lugar a 
conflictos legales y administrativos en la aplicación de la norma.

Cuarto, la regla propuesta no contempla qué sucede si todas las personas 
elegibles declinan el cargo o no se encuentran disponibles. Esta omisión deja 
un vacío normativo que podría paralizar el proceso de designación, generando 
incertidumbre en el funcionamiento del sistema judicial.

Otra dificultad: la regla no establece cómo, quién ni cuándo se desenca-
dena el procedimiento de sustitución, ni cómo se procede en esos casos. La 
nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación se limitó a reproducir 
el texto de la Constitución y eludió resolver estas cuestiones, dejando un 
inquietante silencio normativo.

Adicionalmente, la fórmula planteada por la reforma presenta otros pro-
blemas sustantivos. Uno de ellos es que, aunque establece un mecanismo para 
la sustitución en caso de ausencia definitiva, no aborda la forma en que deben 
suplir las faltas temporales de jueces o magistrados. Este vacío normativo 
resulta especialmente problemático, ya que existen diversas situaciones de 
ausencias temporales o definitivas derivadas tanto del texto constitucional 
como de la práctica judicial y son las siguientes: 

•	 Licencias temporales de menos de un mes.
•	 Licencias temporales de un mes y hasta un año.
•	 Incapacidad por enfermedad mayor a un mes.
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•	 Recusación5.
•	 Suspensión, inhabilitación o destitución por el Tribunal de Disciplina 

Judicial. 

La nueva Ley Orgánica del Poder Judicial resuelve algunas de ellas. En otras 
se mantuvo estrictamente el texto constitucional sin dar una solución a diver-
sas hipótesis, tanto de carácter sustantivo como procedimental. 

III. Las diversas modalidades de la sustitución
En este apartado se analizan las diversas hipótesis de ausencia o falta de un 
juez, magistrado o ministro dentro del poder judicial federal.

La ausencia del presidente o presidenta de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN) será suplida, conforme a la normativa vigente, por el 
ministro o ministra que haya obtenido el segundo lugar en la votación. Este 
funcionario asumirá el cargo como presidente interino. En caso de que la 
ausencia exceda los seis meses, el mismo ministro ejercerá la presidencia 
durante un periodo de dos años.

Según lo establecido en el texto constitucional, un ministro puede solicitar 
una licencia de menos de un mes al Pleno de la SCJN. Si la licencia tiene una 
duración superior a un mes, pero menor a un año, esta debe ser autorizada 
por el Senado de la República. La Constitución no prevé una regla específica 
de sustitución en estos casos, lo cual es razonable, dado que la Corte está 
integrada por nueve ministros, y puede sesionar en pleno con un quórum de 
seis, lo que permite su funcionamiento ordinario aun si uno o dos ministros 
se encuentran con licencia. En otras palabras, la Constitución no contempla 
la sustitución de ministros.

Un esquema similar opera en el caso de los integrantes del Tribunal de 
Disciplina Judicial y de la Sala Superior del Tribunal Electoral. En estas 
instancias, las licencias menores a un mes son gestionadas ante el órgano 
colegiado correspondiente, mientras que las mayores a un mes y hasta un año 
son aprobadas por el Senado de la República. Al igual que en la SCJN, no 

5	 La recusación de un juez es un procedimiento jurídico mediante el cual una de las partes in-
volucradas en un proceso judicial solicita que un juez se retire de la causa porque considera 
que existe una razón que afecta su imparcialidad o independencia para resolver el caso.
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existe una regla de suplencia, ya que la ausencia de uno de sus miembros no  
impide el funcionamiento de estos órganos.

El esquema cambia en el caso de los jueces de distrito, magistrados de cir-
cuito y tribunales colegiados de apelación. Para ausencias de menos de quince 
días, un secretario puede realizar diligencias urgentes y emitir providencias 
de trámite, aunque esto no constituye una sustitución formal. Si la ausencia 
supera los quince días, pero no alcanza el mes, el órgano de administración 
judicial designará a una persona de entre una lista de servidores públicos 
habilitados para desempeñar funciones jurisdiccionales. En la práctica, estas 
listas suelen estar integradas mayoritariamente por secretarios proyectistas 
pertenecientes a tribunales de circuito o juzgados de distrito. Sin embargo, 
no existe impedimento normativo para incluir a otros servidores públicos, lo 
que introduce un margen de discrecionalidad considerable en este ámbito.

En casos de recusación o impedimento de un juez o magistrado, será 
reemplazado para el caso concreto por una persona de la lista de servidores 
públicos habilitados. Si la recusación o el impedimento afecta a dos magis-
trados, el caso será asignado al tribunal colegiado más cercano.

Un problema significativo surge cuando un juez de distrito, magistrado 
de circuito o integrante de un tribunal colegiado de apelación solicita licen-
cia al Senado por más de un mes y hasta un año. En estas circunstancias, 
ni la Constitución ni la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
establecen reglas específicas de suplencia, lo que genera una laguna nor-
mativa preocupante. Dado que estos órganos suelen tener una integración 
unipersonal o colegiada de tres magistrados, la falta de una norma clara de 
suplencia puede conducir a la inactividad del órgano o a una grave afectación 
de su operatividad.

Una posible salida es aplicar el artículo 242 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. Esta disposición establece que, en el caso de las ausencias 
temporales del mismo servidor público por más de quince días, el Órgano 
de Administración Judicial nombrará a la persona que deba sustituirlo inte-
rinamente de entre la lista de servidores públicos habilitados para realizar 
actividades jurisdiccionales. En un sentido amplio, jueces y magistrados 
son servidores públicos y, por ello, cabría entender que este artículo cubre 
todas las hipótesis.
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El problema con esta interpretación es que existe disposición expresa 
para el caso de jueces y magistrados, que permite habilitar suplencias espe-
cíficamente para el caso de ausencias mayores a quince días, pero menores a  
un mes (artículos 26 y 41 de la Ley) y se faculta al Órgano de Administración 
Judicial a autorizar la lista de funcionarios habilitados a realizar activida- 
des jurisdiccionales “hasta por 30 días” (artículo 80, fracción XXVIII).  
La inferencia de esos artículos es que sólo se puede habilitar suplencias en 
esos casos. 

Por otro lado, el lenguaje del artículo que se refiere a los “servidores públi-
cos” no es afortunado, pues cuando se lee junto con los artículos 246 a 248 de 
la misma Ley genera duda si incluye a jueces y magistrados. Es probable que 
el órgano de administración judicial opte por designar a un servidor público 
habilitado para realizar funciones jurisdiccionales, pero la ausencia de regla 
expresa generará sin duda problemas. 

IV. Sustitución por suspensión del Tribunal 
de Disciplina Judicial
Una de las piezas centrales de esta reforma judicial es la creación del Tribunal 
de Disciplina Judicial. Este órgano, compuesto por cinco integrantes, tiene 
la responsabilidad de investigar, sustanciar y resolver los procedimientos 
relacionados con responsabilidades administrativas de los servidores públicos 
del Poder Judicial de la Federación. Asimismo, está encargado de evaluar y 
dar seguimiento al desempeño de magistrados y jueces.

Entre las atribuciones de este Tribunal se encuentra la facultad de suspen-
der temporalmente a las personas juzgadoras con el propósito de facilitar las 
investigaciones y procedimientos disciplinarios. Además, puede imponer la 
suspensión por hasta un año a aquellas personas juzgadoras que no acrediten 
la evaluación extraordinaria prevista en el artículo 171 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación. Por si no fuese suficiente, también puede 
suspender, inhabilitar o destituir a las personas juzgadoras por la comisión 
de faltas administrativas.

Sin embargo, surge un problema importante: ni la Constitución ni la Ley 
Orgánica establecen reglas claras en materia de sustitución en casos de sus-
pensión, inhabilitación o destitución de jueces o magistrados. Esta omisión 
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normativa genera amplios márgenes de discrecionalidad y plantea interrogan-
tes clave. Por ejemplo, en caso de destitución: ¿En qué etapa procesal debe 
proceder la sustitución definitiva del titular de un órgano jurisdiccional? ¿Qué 
sucede si la suspensión no está firme pero la persona juzgadora no puede 
ejercer sus funciones por estar suspendida? ¿Quién lo sustituye, puesto que 
esta condición tiene una temporalidad mayor a un mes?

Preguntas similares surgen en materia de suspensiones o inhabilitaciones 
mayores a treinta días. ¿Quién tiene la facultad para designar a un juez o ma-
gistrado sustituto? ¿Qué procedimiento debe seguirse y por cuánto tiempo se 
mantendrá la designación? Además, ¿cómo garantizar que la solución adop-
tada sea consistente con las disposiciones constitucionales y no contradiga 
los principios de certeza y legalidad? Este vacío normativo no sólo genera 
incertidumbre y el vaciamiento de la legitimidad democrática de la reforma, 
sino que también puede derivar en un uso discrecional de estas facultades, 
aumentando el riesgo de conflictos en su aplicación.

V. Reflexión final
La reforma judicial Obrador-Sheinbaum, influida significativamente por un 
enfoque populista que equipara la legitimidad democrática exclusivamente 
con el voto popular, ha generado serios problemas respecto de las condi-
ciones de sustitución de jueces y magistrados. Elaborada con premura y sin 
un análisis exhaustivo de las implicaciones prácticas y jurídicas de sus dis-
posiciones, esta reforma refleja una técnica legislativa deficiente que omite 
regular situaciones que, sin duda, surgirán en la práctica cotidiana. Estos va-
cíos normativos abren la puerta a excesos y decisiones adoptadas con amplios 
márgenes de discrecionalidad en un escenario político de un nuevo partido 
hegemónico, en el que la oposición es prácticamente inexistente y los pesos 
y contrapesos constitucionales se han desdibujado por entero.

En efecto, es probable que muchas de las ambigüedades, lagunas y proble-
mas de interpretación sean resueltos mediante acuerdos generales emitidos 
por el Órgano de Administración Judicial. Esto implica delegar una función 
fundamental a una instancia que será controlada, al menos durante sus prime-
ros años, por Morena. Debido a ello, dicho órgano tendrá un amplio margen 
para sustituir a jueces y magistrados por otros cercanos o afines a la visión 
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oficial. Aunque esto asegurará la congruencia ideológica de la magistratura 
con el gobierno, también generará interrogantes sobre la legitimidad demo-
crática de esos jueces, quienes serán designados no por voto popular, sino 
mediante un procedimiento administrativo. Esto contradice claramente el 
sentido de la reforma Obrador-Sheibaum que, como ya señalamos, optó por 
privilegiar la elección de los jueces y magistrados.

Por otro lado, el impacto negativo de estas deficiencias recaerá, en última 
instancia, sobre los justiciables. En lugar de garantizar una justicia pronta 
y expedita, el sistema judicial corre el riesgo de enfrentarse a dilaciones 
significativas en la resolución de los asuntos, así como a una creciente incer-
tidumbre respecto de la imparcialidad de los juzgadores.

El problema, además, no se limita al ámbito del Poder Judicial de la Fe-
deración, afecta también a los treinta y dos poderes judiciales estatales del 
país. En efecto, no hay que olvidar que esta reforma judicial estableció que 
las entidades federativas deberán adecuar sus Constituciones locales en ma-
teria de poder judicial de acuerdo al esquema establecido en la Constitución 
federal. En consecuencia, las dificultades relacionadas con la sustitución de 
jueces y magistrados tendrán un alcance nacional, extendiendo los retos y 
conflictos generados por la reforma a todo el sistema judicial mexicano.


